III.  EXPEDIENTE D-8327  Sentencia C-438/11 (Mayo 25)
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva

1.   Norma acusada

LEY 1306 DE 2009

(Junio 5)

Por la cual se dictan normas para la protección de personas con discapacidad mental y se establece el régimen de representación legal de los incapaces emancipados

Artículo 82. Garantías. Quien deba ejercer el cargo de guardador deberá otorgar una caución para responder ante el pupilo por sus actuaciones.

Dicha garantía consistirá en una póliza de seguros o bancaria hasta por la cuantía que determine el juez. En efecto de esta póliza se podrá aceptar hipoteca o prenda sin tenencia del acreedor sobre bienes cuyo valor sea igual o superior al monto fijado por el juez. 

Cuando un guardador no tenga capacidad económica para otorgar las contragarantías exigidas por la entidad fiadora, ni inmuebles para hipotecar, el juez con conocimiento de causa podrá relevarlo del cargo, pero si considera conveniente para el pupilo que el guardador asuma, el Fondo da Garantías de Instituciones Financieras avalará al obligado, directamente o ante la entidad fiadora.
2.  Decisión

Primero.- Declararse INHIBIDA por ineptitud sustantiva de la demanda en relación con el cargo de unidad de materia propuesto por el actor.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por el cargo analizado, el aparte demandado del inciso tercero del artículo 82 de la Ley 1306 de 2009, “por la cual se dictan normas para la protección de personas con discapacidad mental y se establece el régimen de representación legal de los incapaces emancipados”.

3.  Fundamentos de la decisión

En primer término, la Corte encontró que debía inhibirse en relación con el cargo por violación de unidad de materia, en razón de no cumplir con los requisitos exigidos para sustentar el concepto de violación de la Constitución, indispensables para proferir un fallo de fondo.  

La Corte precisó que la norma demandada parcialmente hace parte de la Ley 1306 de 2009, la cual está dirigida a la protección de personas en estado de incapacidad o de disminución física o mental. Se encamina a modernizar las normas de protección de estas personas, adaptándolas a la Constitución de 1991 y a las convenciones internacionales que sobre la materia han sido ratificadas por Colombia y en especial, para garantizar su inclusión social, como sujetos de especial protección constitucional. 

En concreto, la disposición cuestionada se refiere a una de las formalidades que deben cumplir los guardadores designados para representar a las personas con discapacidad mental, relativa al otorgamiento de una caución en garantía de sus derechos, consistente en una póliza de seguros o bancaria en la cuantía que determine el juez o en su defecto, en una hipoteca o prenda sin tenencia en valor que igualmente fije el juez. En particular, en la demanda se cuestiona la exigencia legal de que el Fondo de Garantías Financieras, FOGAFIN preste su concurso para avalar a un guardador que no tenga recursos suficientes para poder tomar en el mercado financiero la garantía que se le exige como protección de los intereses del incapaz objeto de la medida de protección. En concepto del actor, la Ley 1306 de 2009 no es una ley marco, por lo que no podía ordenar una acción a FOGAFIN, en contravía de lo que establece el artículo 150-19, literal d).

La Corte observó que el vicio formal de inconstitucionalidad alegado por el demandante se basa en un supuesto normativo equivocado, por cuanto las leyes marco y las leyes ordinarias, por disposición del propio constituyente, se tramitan de igual manera. La jurisprudencia ha precisado que la violación a la Carta Política sólo devendría en el evento en que los temas de carácter general previstos en el artículo 150-19 de la Constitución llegaren a regularse de manera detallada y concreta, lo cual corresponde al Gobierno y no al Congreso. Precisamente, la finalidad de las leyes marco es señalar con normas de tipo general, los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno cuando proceda a desarrollar las materias enunciadas en el artículo 150-19 superior. El supuesto planteado en la norma acusada es el de una ley ordinaria que claramente puede regular los temas de una ley marco; en tanto las leyes marco no difieren por su trámite de las leyes ordinarias, no resulta inconstitucional la inclusión de normas marco en leyes que de manera prevalente no lo son, siempre y cuando se satisfaga el requisito de unidad de materia y el grado de amplitud que debe caracterizar a las prescripciones que regulan los asuntos objeto de leyes generales o marco.

A juicio de la Corte, la función asignada a FOGAFIN mediante el inciso tercero del artículo 82 de la Ley 1306 de 2009, no vulnera el artículo 150-19 de la Constitución, pues hace parte de una ley ordinaria y, como ya se indicó, es posible dentro del diseño constitucional, incluir artículos relacionados con una temática propia de una ley marco en una ley ordinaria, dado que de ambas se predica el mismo trámite legislativo. De igual modo, no se desatiende la iniciativa gubernamental que exigen ciertas materias reguladas por ley marco. En consecuencia, el cargo formulado no estaba llamado a prosperar y su análisis llevó a concluir en la exequibilidad del inciso tercero del artículo 82 de la Ley 1306 de 2009.

